AUTO núm. *
ANTECEDENTES DE HECHO
PRIMERO.- Por --------------  se presentó petición inicial de procedimiento monitorio frente a ------------------------ en reclamación de la cantidad ----------------- habiendo quedado registrada con el número que figura en la parte superior.

SEGUNDO.- Estimándose competente territorialmente este Juzgado para conocer de la petición inicial presentada, acreditado documentalmente el derecho del peticionario, y cumpliendo la petición monitoria los demás requisitos exigidos legalmente, se admitió a  trámite la petición formulada acordándose su sustanciación conforme a lo previsto en los artículos 812 y siguientes de la Ley de Enjuiciamiento Civil.

TERCERO.- Habiéndose acordado conforme al artículo 815 de la LEC el requerimiento de pago al deudor, se intentó practicar en el domicilio designado por la parte acreedora, habiendo resultado negativa la diligencia.

CUARTO.- Al no ser encontrado el deudor en el domicilio indicado, se acordó y ha verificado la averiguación domiciliaria del deudor a través de los mecanismos a los que se tiene acceso telemático por el personal de este órgano, apareciendo como domicilio del deudor el sito en la localidad de --------------------municipio perteneciente al partido judicial de de -------------------
FUNDAMENTOS DE DERECHO
PRIMERO.- Son varias las recientes resoluciones dictadas por la Sala de lo Civil del Tribunal Supremo en relación al supuesto de falta de localización del deudor en el Proceso Monitorio. Así, en los Autos de fecha 5 de enero de 2.010, 11 de enero de 2.010, 16 de febrero de 2.010 y 2 de marzo de 2.010, se expone la siguiente doctrina: “ SEGUNDO.- .... En tal caso de falta de localización del deudor en el domicilio señalado, cabe incluso admitir con la regulación actual que se intente una primera averiguación de domicilio de modo que si aparece otro distinto al suministrado, pero dentro del propio partido judicial, se intente el requerimiento; pero si tampoco éste resulta efectivo o el domicilio averiguado pertenece a distinto partido judicial, no habrá de ponerse en marcha el mecanismo previsto en el artículo 58 de la Ley Procesal para negar ahora una competencia territorial que ya se declaró correctamente conforme a la ley, sino que lo procedente será el archivo de las actuaciones con devolución al acreedor de la documentación aportada para que, si ello interesa a su derecho, pueda iniciarlo de nuevo en el lugar que considere oportuno o acudir directamente el proceso declarativo; solución aplicable con carácter general al proceso monitorio, salvo el caso distinto de las deudas derivadas del régimen de propiedad horizontal que, conforme a lo dispuesto en el artículo 815.2 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, tiene un régimen especial en cuanto a la localización del deudor. TERCERO.- Dicha solución resulta, además, acorde con la nueva redacción que la Ley 13/2.009, de 3 de noviembre, de reforma de la legislación procesal para la implantación de la nueva oficina judicial, da al apartado 1 del artículo 815 de la LEC al disponer en su párrafo primero que “ si los documentos aportados con la petición fueran de los previstos en el apartado 2 del artículo 812 o constituyeren un principio de prueba del derecho del peticionario, confirmado por lo que se exponga en aquélla, el Secretario Judicial requerirá al deudor para que, en el plazo de veinte días, pague al peticionario, acreditándolo ante el Tribunal, o comparezca ante éste y alegue sucintamente, en escrito de oposición, las razones por las que, a su entender, no debe, en todo o en parte, la cantidad reclamada. En caso contrario dará cuenta al Juez para que resuelva lo que corresponda sobre la admisión a trámite de la petición inicial “. De ello se desprende que la intervención del Juez se producirá una vez que se conozca si el deudor ha sido encontrado en el lugar señalado por el acreedor; siendo así que, en caso de no haber podido ser localizado, el Juez podrá declarar la no admisión a trámite de la petición inicial al no poder ser sustanciado ante él el proceso “.                   

Doctrina que ahora recoge el art 813 de la LEC en su actual redacción: “Si, tras la realización de las correspondientes averiguaciones por el secretario Judicial sobre el domicilio o residencia, éstas son infructuosas o el deudor es localizado en otro partido judicial, el juez dictará auto dando por terminado el proceso, haciendo constar tal circunstancia y reservando al acreedor el derecho a instar de nuevo el proceso ante el Juzgado competente.”

SEGUNDO.- Si aplicamos la doctrina anterior al caso que nos ocupa, es procedente acordar el archivo de las actuaciones con devolución al acreedor de la documentación aportada ya que, como se ha expuesto y consta documentado en las actuaciones, no se ha localizado al deudor para la práctica del preceptivo requerimiento de pago en el domicilio designado por el acreedor y el domicilio que se ha podido averiguar pertenece a otro partido judicial. 

TERCERO.- A tenor de lo establecido en el artículo 454 bis.1 apartado 2º de la LEC,  cabrá recurso directo de revisión contra los decretos por los que se ponga fin al procedimiento o impidan su continuación, careciendo dicho recurso de efectos suspensivos, sin que en ningún caso proceda actuar en sentido contrario a lo que se hubiese resuelto.

Vistos los artículos citados, sus concordantes y demás de general y pertinente aplicación,

PARTE DISPOSITIVA
Se declara el archivo del presente proceso monitorio y  la devolución al acreedor de la documentación presentada para que, si a su derecho conviene, pueda ejercitar las acciones que estime convenientes en defensa de sus derechos.

Líbrese testimonio de esta resolución para su unión a los autos de su razón e inclúyase el original en el Libro de decretos (artículo 213 bis LEC).

Notifíquese el presente decreto a la parte acreedora, verificándose la misma, en su caso, a través de su representación procesal.

MODO DE IMPUGNACION: mediante recurso de apelación ante el tribunal que ha dictado la resolución que se recurre, en el plazo de los veinte dias siguientes a la notificación de aquella. En la interposición del recurso deberá indicarse las alegaciones en que se base la impugnación, además de citar la resolución apelada y los pronunciamientos que impugna
De conformidad con la D.A. 15ª LOPJ, para la admisión a trámite del mencionado recurso es requisito necesario que al interponerlo haya constituido un depósito de 50 euros, que le será devuelto sólo en el caso de que el recurso sea estimado. El depósito deberá constituirlo ingresando la citada cantidad en el banco BANESTO, en la cuenta correspondiente a este expediente (**** / 0000 / 08 / número de expediente en formato cuatro dígitos / año del expediente en formato dos dígitos) indicando, en el campo “concepto” el código “01 Civil-Revisión” y la fecha de la resolución recurrida con el formato DD/MM/AAAA En el caso de realizar el ingreso mediante transferencia bancaria, tras completar el Código de Cuenta Corriente (CCC, 0030 1846 42 0005001274), se indicará en el campo “concepto” el número de cuenta, el código y la fecha en la forma expuesta en el párrafo anterior.

En ningún caso se admitirá una consignación por importe diferente al indicado. En el caso de que deba realizar otros pagos en la misma cuenta, deberá verificar un ingreso por cada concepto, incluso si obedecen a otros recursos de la misma o distinta clase. 

Están exceptuados de la obligación de constituir el depósito quienes tengan reconocido el derecho a litigar gratuitamente; igualmente, el Ministerio Fiscal, Estado, Comunidades Autónomas, entidades locales y organismos autónomos dependientes de los tres anteriores.
Así lo acuerdo y firma SSª. Doy fe
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